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INICIATIVA QUE ADICIONA UN ARTÍCULO 149 QUÁTER AL CÓDIGO PENAL FEDERAL, A 

CARGO DEL DIPUTADO MARCO ANTONIO MEDINA PÉREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE 

MORENA 

El que suscribe, Marco Antonio Medina Pérez, integrante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV 

Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo establecido en los artículos 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, somete a consideración de esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el que se 

adiciona el artículo 149 Quáter al Código Penal Federal, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

En septiembre de 2019, 26 expertos independientes en materia de derechos humanos de la Organización de 

Naciones Unidas (ONU) publicaron una carta abierta1 donde se pide a los Estados que tomen medidas con el 

propósito de frenar la propagación del discurso de odio, alarmados por su reciente aumento y particularmente 

preocupados por el uso que de esta figura hacen numerosas figuras públicas que deshumanizan a grupos 

minoritarios. Los expertos afirmaron que reciben un número cada vez mayor de informes sobre discursos de odio e 

incitación a la discriminación, la hostilidad y la violencia. Frente a este panorama mundial tan preocupante, 

determinaron que era momento de hacer eco del problema tomando la voz. Al ser esta carta un perfecto resumen de 

la problemática que se plantea, se ha decidido presentarla de forma íntegra. 

Carta abierta conjunta sobre las preocupaciones por el aumento global de los discursos de odio 2 

Nos alarma el reciente aumento de los mensajes de odio y la incitación a la discriminación y al odio contra los 

migrantes, contra los grupos minoritarios y los diversos grupos étnicos, así como contra los defensores de sus 

derechos, en numerosos países. Los mensajes de odio, tanto en línea como fuera de ella, han exacerbado las 

tensiones sociales y raciales, incitando ataques con consecuencias mortales en todo el mundo. Se ha generalizado 

en los sistemas políticos de todo el mundo y amenaza los valores democráticos, la estabilidad social y la paz. Las 

ideas y las actividades de promoción impulsadas por el odio entorpecen el discurso público y debilitan el tejido 

social de los países. 

Mediante las leyes y los principios internacionales de derechos humanos, los Estados se han comprometido a 

combatir la discriminación racial, la violencia racial y la xenofobia. Estas normas internacionales de derechos 

humanos garantizan los derechos a la igualdad y a la no discriminación y exigen que los Estados adopten medidas 

enérgicas contra los discursos racistas y xenófobos y prohíban la apología del odio nacional, racial o religioso que 

constituya una incitación a la discriminación, la hostilidad o la violencia. 

Nos preocupa gravemente que los dirigentes, altos funcionarios gubernamentales, políticos y otras figuras 

prominentes siembren el miedo entre el público contra los migrantes o los que se consideran “los otros”, para su 

propio beneficio político. La demonización de grupos enteros de personas como peligrosos o inferiores no es nueva 

en la historia de la humanidad; ha dado lugar a tragedias catastróficas en el pasado. En todo el mundo, observamos 

que las figuras públicas intentan avivar las tensiones y la violencia étnicas difundiendo discursos de odio dirigidos 

a los vulnerables. Esa retórica tiene por objeto deshumanizar a los grupos minoritarios y otras personas a las que se 

dirige y, en el caso de los migrantes, fomenta un discurso discriminatorio sobre quién “merece” formar parte de 

una comunidad. Además, los llamamientos al odio para que se supriman las orientaciones sexuales e identidades de 

género no normativas y la limitación de los derechos humanos de las personas LGBT limitan los progresos hacia la 

erradicación de la violencia y la discriminación contra las personas LGBT en diversos países del mundo, y se han 

presentado varias iniciativas jurídicas y políticas discriminatorias al respecto. 
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Es preciso contrarrestar la retórica del odio, ya que tiene consecuencias en la vida real. Los estudios han 

establecido una correlación entre la exposición a la retórica del odio y el número de delitos de odio cometidos. Para 

poner freno a los ataques xenófobos contra los migrantes y prevenir la incitación a la discriminación, el odio, la 

hostilidad y la violencia contra otros grupos marginados, hacemos un llamamiento a los funcionarios públicos y los 

políticos, así como a los medios de comunicación, para que asuman su responsabilidad colectiva de promover 

sociedades tolerantes e inclusivas. Para lograrlo, deben abstenerse de toda apología del odio nacional, racial o 

religioso que constituya una incitación a la discriminación, la hostilidad o la violencia. También deben denunciar 

rápidamente a quienes inciten al odio contra los migrantes, las minorías u otros grupos vulnerables. 

No se trata de un llamamiento a una mayor restricción de la libertad de expresión, que está siendo atacada en todo 

el mundo; pedimos justo lo contrario, la promoción de la libertad de expresión. La libertad de expresión es un 

instrumento vital para contrarrestar la incitación al odio y, sin embargo, esas mismas figuras públicas que 

despliegan una retórica odiosa a menudo tratan de restringir los derechos individuales a hablar y a responder y 

defenderse a sí mismos y a sus ideas. Es de crucial importancia que los Estados se aseguren de que la prueba de las 

tres partes para las restricciones a la libertad de expresión –legalidad, proporcionalidad y necesidad– se aplique 

también a los casos de incitación al odio. Nos preocupa el abuso de la expresión “incitación al odio” para socavar 

la disidencia legítima e instamos a los Estados a que aborden los problemas fundamentales de que se ocupan las 

normas de derechos humanos y promuevan al mismo tiempo los derechos a la intimidad, la cultura, la no 

discriminación, la protesta pública y la reunión pacífica, la participación pública, la libertad de religión y de 

creencias y la libertad de opinión y expresión. Les instamos a que sigan las normas adoptadas en el Plan de Acción 

de Rabat y a que participen activamente en el Proceso de Estambul para contrarrestar la intolerancia que vemos en 

todo el mundo. 

Exhortamos a los Estados a que redoblen sus esfuerzos por hacer rendir cuentas a quienes hayan incitado o 

perpetrado actos de violencia contra los migrantes y otros grupos vulnerables. Las empresas de medios de 

comunicación tradicionales y sociales deben ejercer la debida diligencia para asegurarse de no ofrecer plataformas 

para la incitación al odio y la violencia. Los Estados deberían trabajar activamente en la elaboración de políticas 

que garanticen los derechos a la igualdad y la no discriminación y a la libertad de expresión, así como el derecho a 

vivir una vida libre de violencia mediante la promoción de la tolerancia, la diversidad y las opiniones pluralistas; 

éstas son el centro de las sociedades pluralistas y democráticas. Creemos que estos esfuerzos ayudarán a que los 

países sean más seguros y a fomentar las sociedades inclusivas y pacíficas en las que todos queremos y merecemos 

vivir. 

Del documento anterior se pueden rescatar dos grandes ideas, las cuales sustentan a la perfección la presente 

iniciativa: 

Por un lado, es una acertada llamada de atención. El discurso de odio representa un peligro para los propios 

valores democráticos, así como para la estabilidad y paz social de los países. Los mismos líderes políticos atizan 

las tensiones sociales, en detrimento de grupos generalmente marginalizados. Por regla general, dichas tensiones 

sociales eliminan el derecho al disenso y al diálogo, por lo que se traducen en actos violentos y en cada vez más 

muertes alrededor del mundo. 

En el caso de México, la dimensión de la problemática no puede determinarse de forma precisa, debido a la falta de 

datos sistemáticos. Lo mejor que se puede hacer es inferir su alcance, partiendo de la información que se tiene 

sobre actos de discriminación en el país. La Encuesta Nacional sobre Discriminación de 2017,3 realizada por el 

Inegi, muestra que prevalece un escenario de discriminación generalizado, notablemente por edad, creencias 

religiosas, aspecto físico, sexo, género, orientación sexual, origen étnico y nivel socio económico. Por su parte, la 

Encuesta sobre Discriminación por Motivos de Orientación Sexual e Identidad de Género de 2018,4 realizada por 

el Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación, la Conapred y la CNDH, muestra un panorama desolador de 
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hostilidad y violencia hacia la comunidad LGTB, en especial para hombres y mujeres transgénero. Asimismo, la 

Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares de 2016,5 levantada por el Inegi, muestra la 

difícil situación de discriminación y violencia que enfrentan las mujeres en el país. No existe mejor ejemplo de la 

relación que existe entre un discurso de odio y las distintas formas de violencia emocional y física, incluyendo al 

asesinato, que el caso de las mujeres. En otro ámbito, los índices de discriminación y violencia hacia las 

comunidades indígenas y migrantes se mantienen en cifras alarmantes por lo que la ONU en 2019, mediante el 

Comité de Naciones Unidas para la Eliminación de la Discriminación Racial, mostró su preocupación al respecto. 

Existe también otro elemento, fuente de hostilidad y violencia en el país, comúnmente llamado “clasismo”, el cual 

se basa en la discriminación por el nivel socio económico, el cual aumenta conforme se acrecienta la desigualdad 

social. Al respecto, solo cabe agregar que, hoy por hoy, constituye uno de los elementos que más polariza a la 

sociedad. Es importante cerrar este apartado mencionando que el discurso de odio está aumentando, en gran 

medida, por las plataformas digitales que magnifican el alcance del discurso y, por ende, sus consecuencias 

nocivas. 

Por otro lado, es un importante recordatorio. Los Estados se han comprometido, mediante tratados 

internacionales, a luchar contra la discriminación y a favor de la igualdad y salvaguarda de los derechos humanos. 

Al respecto, los gobiernos tienen la obligación de llevar ante la justicia a quienes inciten o realicen actos de 

violencia en contra de determinados sectores de la población. Se debe de seguir de cerca lo establecido en el marco 

normativo en la materia: 

  

En la Unión Europea, la Decisión Marco 2008/913/JAI del Consejo de la Unión Europea6 obliga a todos los 

Estados miembros a establecer sanciones penales por discurso de odio: 
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La decisión marco define un enfoque penal común para determinadas formas de racismo y xenofobia, en particular 

en lo que respecta a dos tipos de delitos, comúnmente conocidos como el discurso de odio racial y xenófobo y los 

delitos motivados por el odio. 

Por lo que se refiere al discurso de odio, los Estados miembros deben garantizar la punibilidad de las conductas 

intencionadas siguientes, cuando estén dirigidas contra un grupo de personas, o un miembro de tal grupo, definido 

en función de su raza, color, religión, ascendencia u origen nacional o étnico: 

– la incitación pública a la violencia o al odio, incluida la difusión pública o distribución de escritos, imágenes u 

otros materiales, 

– la apología pública, la negación o la trivialización flagrante 

– de los crímenes de genocidio, los crímenes contra la humanidad y los crímenes de guerra, tal como se definen 

en los artículos 6, 7 y 8 del Estatuto de la Corte Penal Internacional, o 

– de los crímenes definidos en el artículo 6 del Estatuto del Tribunal Militar Internacional adjunto al Acuerdo de 

Londres de 8 de agosto de 1945, cuando la conducta se lleve a cabo de una manera que pueda incitar a la 

violencia o al odio contra tales grupos o uno o varios de sus miembros. 

Por lo anterior, al no contar México con una figura equivalente en su código penal, se considera fundamental 

que se tipifique lo antes posible la figura de discurso de odio en el Código Penal Federal. 

Aunque hay un eterno debate en torno al establecimiento de límites a la libertad de expresión. En el marco legal 

internacional, se justifica la prohibición de ciertos discursos frente a la idea de libertad de expresión irrestricta. Por 

ser tan peligroso para la propia vida democrática, el discurso de odio representa la única excepción 

censurable frente a la libertad de expresión. 

Respecto al Tribunal Europeo de Derechos Humanos, se establece: 

Son muchos los pronunciamientos del TEDH (Tribunal Europeo de Derechos Humanos) en los que se ha 

señalado que los mensajes racistas o xenófobos no merecen la protección del Convenio. El tribunal ha enfatizado 

en que la dignidad humana demarca el espacio del legítimo ejercicio de la libertad de expresión, y ha suscrito el 

rechazo del discurso del odio como incitación directa a la violencia. La doctrina europea insiste en el criterio de 

cero tolerancias contra las expresiones discriminatorias, para brindar protección a las minorías y coadyuvar a la 

integración social. En términos generales, los regímenes democráticos europeos han manifestado un deber moral 

de luchar contra todo tipo de exclusión que abarca no sólo la privación de derechos, sino también la exigencia de 

un respeto público a la dignidad de las personas. (...) Las razones que soportan la negativa europea de tolerar la 

discriminación y los discursos democráticamente nocivos que alberga el discurso del odio se nutren de una serie 

de motivos históricos compartidos. El elemento cultural, los valores, prejuicios y estereotipos desempeñan un rol 

crucial en la aceptación o no de expresiones dirigidas a grupos tradicionalmente excluidos (musulmanes, gitanos, 

negros). La historia ha demostrado con creces que las peores formas de repudio han iniciado con un discurso de 

apatía o indiferencia hacia los grupos menos favorecidos. Ello ha servido para perpetrar situaciones de violencia 

y sufrimiento a grupos culturales, raciales o religiosos distintos. (...) No obstante, podemos identificar ciertos 

criterios que ha adoptado el TEDH en relación a cierto tipo de discursos democráticamente peligrosos.7 

“Sin embargo, cualquier ataque contra un grupo específico de la sociedad, ya sea por medio de insultos o de 

declaraciones que busquen ridiculizarlo o difamarlo, es suficiente para que las autoridades privilegien el 

combate contra los discursos racistas frente a la libertad de expresión, cuando ella es ejercida de forma 
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irresponsable.(...) Pues bien, en relación con aquellos discursos discriminatorios que pueden ofender a personas 

o grupos sociales, ha reconocido que también la “tolerancia y el respeto por la igual dignidad de todos los seres 

humanos constituyen los fundamentos de una sociedad democrática y plural” y, en consecuencia, ha llegado a 

sentenciar que “debe considerarse necesario en ciertas sociedades democráticas la sanción o incluso la 

prevención frente a cualquier expresión que difunda, incite, promueva o justifique el odio basado en la 

intolerancia”.8 

El Convenio Europeo de Derechos Humanos9 establece en el artículo 10: 

2. El ejercicio de estas libertades(libertad de opinión y la libertad de recibir o de comunicar informaciones o 

ideas), que entrañan deberes y responsabilidades, podrá ser sometido a ciertas formalidades, condiciones, 

restricciones o sanciones, previstas por la ley, que constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática, 

para la seguridad nacional, la integridad territorial o la seguridad pública, la defensa del orden y la prevención 

del delito, la protección de la salud o de la moral, la protección de la reputación o de los derechos de terceros, 

para impedir la divulgación de informaciones confidenciales o para garantizar la autoridad y la imparcialidad del 

poder judicial. 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos10 establece en el artículo 20: 

2. Toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituya incitación a la discriminación, la hostilidad 

o la violencia estará prohibida por la ley. 

La Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial11 prohíbe en el 

artículo 4: 

Los Estados parte condenan toda la propaganda y todas las organizaciones que se inspiren en ideas o teorías 

basadas en la superioridad de una raza o de un grupo de personas de un determinado color u origen étnico, o que 

pretendan justificar o promover el odio racial y la discriminación racial, cualquiera que sea su forma, y se 

comprometen a tomar medidas inmediatas y positivas destinadas a eliminar toda incitación a tal discriminación o 

actos de tal discriminación, y, con ese fin, teniendo debidamente en cuenta los principios incorporados en la 

Declaración Universal de Derechos Humanos, así como los derechos expresamente enunciados en el artículo 5 

de la presente convención, tomarán, entre otras, las siguientes medidas: 

Por último, el artículo 7 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos12 establece que todos los individuos 

tienen derecho a una protección contra todo tipo de discriminación. 

El marco legal europeo llama a sancionar el discurso de odio y lo establece como una limitación a la libertad 

de expresión. Se parte de la idea que la libertad de expresión no ampara un derecho al insulto o a la incitación al 

odio, la hostilidad, la discriminación o la violencia. La necesaria protección de determinados grupos sociales, 

aunado a la defensa del respeto y de la dignidad humana, llevan forzosamente a la prohibición de estos discursos. 

A escala regional, el marco legal ofrece la misma visión sobre dicha figura. 

Al respecto, la Convención Americana sobre Derechos Humanos13 considera lo siguiente: 

2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente (libertad de pensamiento y de expresión) no puede 

estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la 

ley y ser necesarias para asegurar: 



 

 
Fuente: ”http://www.diputados.gob.mx/” 

a) el respeto de los derechos o la reputación de los demás, o 

b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. 

La Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación14 asienta en el artículo 20, inciso XXIX: 

... Adicionalmente, se promoverá la prevención y erradicación del discurso de odio, en coordinación con las 

instituciones públicas, el sector privado y las organizaciones de la sociedad civil; 

Por último, es importante mencionar que dicha propuesta está en concordancia con lo materializado en el artículo 1 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos:15 

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos 

en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como de las 

garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las 

condiciones que esta Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los 

tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 

garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 

indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 

violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio 

nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes. 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, 

la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o 

cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y 

libertades de las personas. 

La propuesta legislativa se enmarca en el reconocimiento de los derechos humanos recogidos en los tratados 

internacionales reconocidos por México. 16 Como menciona el doctor en derecho y especialista en derecho 

constitucional Miguel Carbonell,17 esto implica un cambio importante a nivel del derecho internacional mediante la 

figura de lo que denomina la “interpretación conforme” . Esta última señala que todas las normas relativas a los 

derechos humanos se deben interpretar con base en la Constitución y con base en los tratados internacionales los 

cuales se vuelven un “bloque de constitucionalidad”, también denominado “el derecho de los derechos 

humanos”,18 “(integrada no solamente por la carta magna, sino también por los tratados internacionales), a la luz 

del cual se deberá interpretar el conjunto del ordenamiento jurídico mexicano”. Respecto a las normas relativas a 

los derechos humanos, se altera la jerarquía normativa y los tratados internacionales dejan de estar por debajo de la 

Constitución para colocarse al mismo nivel. 

En segundo lugar, la propuesta legislativa se enmarca dentro de la interpretación de las normas relativas a 

derechos humanos bajo el principio pro persona . Este principio surge del derecho internacional de los derechos 

humanos y de la práctica de los tribunales internacionales encargados de su protección y tutela. Este principio 

establece que, en materia de derechos humanos, se debe de elegir en todo momento la interpretación de la norma 

jurídica (o la propia norma) que más proteja al individuo y sus derechos. Conforme a este principio, se tiene que 
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elegir la norma que más favorezca a la persona, sin importar si se trata de la Constitución, un tratado internacional 

o una ley local. Inversamente, se debe de elegir la norma o la interpretación de la norma más restringida cuando se 

trata de establecer restricciones permanentes al ejercicio de los derechos o de su suspensión extraordinaria. Por 

ello, lo anterior refuerza la idea de que la defensa de los derechos humanos ya no se encuentra limitada a lo 

establecido en el texto constitucional sino que también abarca los derechos humanos que están establecidos en los 

tratados internacionales reconocidos por el Estado mexicano. 

En tercer lugar, la propuesta legislativa se enmarca entre las obligaciones propias de un Estado de derecho de 

prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos bajo los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

Retomando las directrices de la ONU, se hace un respetuoso llamado al Estado Mexicano a que aplique lo 

establecido en el marco de los tratados nacionales e internacionales para la aplicación de futuras sanciones en torno 

a la figura de discurso de odio, de la mano con las recomendaciones del marco normativo expuesto, así como del 

Plan de Acción de Rabat y del Proceso de Estambul, los cuales establecen planes de acción para combatir la 

intolerancia, la estigmatización, la discriminación y la incitación a la violencia. 

Con base en lo expuesto, someto a consideración de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se adiciona el artículo 149 Quáter al Código Penal Federal 

Único. Se adiciona el artículo 149 Quáter al Código Penal Federal, para quedar en los siguientes términos: 

Artículo 149 Quáter. Se aplicará sanción de uno a tres años de prisión o de ciento cincuenta a trescientos 

días de trabajo a favor de la comunidad y hasta doscientos días multa, sin perjuicio de las penas que 

corresponden a otros delitos que resulten, a quien públicamente: 

a) Difunda ideas que inciten al odio, a la hostilidad, a la discriminación o a realizar actos de violencia por 

razones de origen o pertenencia étnica o nacional, raza, color de piel, lengua, género, sexo, preferencia 

sexual, identidad de género, edad, estado civil, origen nacional o social, condición social o económica, 

condición de salud, embarazo, preferencia religiosa, opiniones políticas o de cualquier otra índole. 

b) Asista o participe en organizaciones que promuevan ideas que inciten al odio, a la hostilidad, a la 

discriminación o a realizar actos de violencia por las razones anteriormente expuestas. 

c) Realice apología, negación o trivialización de actos de genocidio, crímenes de guerra y crímenes contra 

la humanidad. 

La pena se aumentará en un tercio más en su mínimo y máximo cuando el que cometa el ilícito 

a) Sea un servidor público. 

b) Produzca, distribuya, almacene o venda cualquier clase de material o soporte, físico o digital, que en su 

contenido difunda ideas que inciten al odio, a la hostilidad, a la discriminación o a realizar actos de 

violencia por las razones anteriormente expuestas. 

c) Financie grupos u organizaciones que promuevan ideas que inciten al odio, a la hostilidad, a la 

discriminación o a realizar actos de violencia por las razones anteriormente expuestas. 
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Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 
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